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TEMA 1 

 

5. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS (se añade) 

Artículo 30 

1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas 
garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio 
militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria. 

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general. 

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, 
catástrofe o calamidad pública. 

Artículo 31 

1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad 
económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y 
progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio. 

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 
programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía. 

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con 
arreglo a la ley. 

Artículo 32 

1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 
derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos. 

Artículo 33 

1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad 
pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con 
lo dispuesto por las leyes. 

Artículo 34 

1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley. 

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22. 

Artículo 35 

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección 
de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente 
para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse 
discriminación por razón de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 

Artículo 36 

La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el 
ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios 
deberán ser democráticos. 
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Artículo 37 

1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de 
los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios. 

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto 
colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones 
que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de 
los servicios esenciales de la comunidad. 

Artículo 38 

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes 
públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las 
exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación. 

 

6. DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA (se añade) 

Artículo 39 

1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos 
ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad. 

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del 
matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda. 

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por 
sus derechos. 

Artículo 40 

1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y 
económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el 
marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una 
política orientada al pleno empleo. 

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 
readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán 
el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones 
periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados. 

Artículo 41 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 
ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 
necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones 
complementarias serán libres. 

Artículo 42 

El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de 
los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno. 

Artículo 43 

1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas 
preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y 
deberes de todos al respecto. 
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3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. 
Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio. 

Artículo 44 

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen 
derecho. 

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en 
beneficio del interés general. 

Artículo 45 

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de 
la persona, así como el deber de conservarlo. 

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, 
con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio 
ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se 
establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de 
reparar el daño causado. 

Artículo 46 

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del 
patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo 
integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los 
atentados contra este patrimonio. 

Artículo 47 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes 
públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para 
hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés 
general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la 
acción urbanística de los entes públicos. 

Artículo 48 

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la 
juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural. 

Artículo 49 

1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en 
condiciones de libertad e igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección 
especial que sea necesaria para dicho ejercicio. 

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal 
y la inclusión social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente 
accesibles. Asimismo, fomentarán la participación de sus organizaciones, en los términos 
que la ley establezca. Se atenderán particularmente las necesidades específicas de las 
mujeres y los menores con discapacidad. 

Artículo 50 

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 
actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y 
con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un 
sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, 
cultura y ocio. 
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Artículo 51 

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos. 

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y 
usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan 
afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca. 

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comerciales. 

Artículo 52 

La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses 
económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser 
democráticos. 

 

REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

Tercera Reforma Constitucional 2024. Consistió en sustituir íntegramente el artículo 49. 

 

TEMA 3 

 

 ORGANIGRAMA JUDICIAL 

ANÁLISIS DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 

A.- CON JURISDICCIÓN EN TODO EL TERRITORIO NACIONAL 

 Tribunal Supremo 

 Audiencia Nacional 

 Tribunal central de Instancia 

B.- CON JURISDICCIÓN EN EL ÁMBITO TERRITORIAL DE LA CC.AA 

 Tribunales superiores de Justicia 

C.- CON JURISDICCIÓN EN EL TERRITORIO DE SU PROVINCIA 

 Audiencias provinciales 

 Las Secciones de los Tribunales de Instancia de lo Penal. 

 Las Secciones de los Tribunales de Instancia de lo Contencioso-Administrativo. 

 Las Secciones de los Tribunales de Instancia de lo Social. 

 Las Secciones de los Tribunales de Instancia de lo Mercantil. 

 Las Secciones de los Tribunales de Instancia de Vigilancia Penitenciaria y de Menores. 

D.- CON JURISDICCIÓN LIMITADA A SU PARTIDO JUDICIAL 

 Las Secciones Civiles de los Tribunales de Instancia. 

 Las Secciones de Instrucción de los Tribunales de Instancia. 

 Las Secciones Civiles y de Instrucción de los Tribunales de Instancia que constituyan 
una Sección Única. 
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 Las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad, las Secciones de Violencia contra la 
Infancia y la Adolescencia y las Secciones de Violencia sobre la Mujer de los 
Tribunales de Instancia. 

E.- CON JURISDICCIÓN EN EL TÉRMINO DEL RESPECTIVO MUNICIPIO 

 Jueces y Juezas de paz 

 

 AUDIENCIA NACIONAL 

SALA DE LO PENAL 

La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conocerá: 

 Del enjuiciamiento, salvo que corresponda en primera instancia a la Sección de lo Penal 
del Tribunal Central de Instancia, de las causas por los siguientes delitos 

 Delitos contra el titular de la corona, consorte, su Sucesor o Sucesora, altos 
organismos de la Nación y forma de Gobierno. 

 Falsificación de moneda y fabricación de tarjetas de crédito y débito falsas y 
cheques de viajero falsos o cualquier otro instrumento de pago distinto del 
efectivo, siempre que sean cometidos por organizaciones o grupos criminales. 

 Defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan 
o puedan producir grave repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la 
economía nacional o perjuicio patrimonial en una generalidad de personas en el 
territorio de más de una Audiencia. 

 Tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustancias 
farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o grupos 
organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias. 

 Delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las leyes o a los 
tratados corresponda su enjuiciamiento a los Tribunales españoles. 

 Delitos atribuidos a la Fiscalía Europea en los artículos 22 y 25 del Reglamento (UE) 
2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, cuando aquella hubiera decidido 
ejercer su competencia. 

 Delitos de contrabando de material de defensa, de otros materiales y de productos 
y tecnología de doble uso. 

 De los procedimientos penales iniciados en el extranjero, de la ejecución de las 
sentencias dictadas por Tribunales extranjeros o del cumplimiento de pena de prisión 
impuesta por Tribunales extranjeros, cuando en virtud de un tratado internacional 
corresponda a España la continuación de un procedimiento penal iniciado en el 
extranjero, la ejecución de una sentencia penal extranjera o el cumplimiento de una 
pena o medida de seguridad privativa de libertad. 

 De las cesiones de cesión de jurisdicción en materia penal derivadas del cumplimiento 
de tratados internacionales en los que España sea parte. 

 Del procedimiento para la ejecución de las órdenes europeas de detención y entrega y 
de los procedimientos judiciales de extradición pasivos, sea cual fuere el lugar de 
residencia o en que hubiese tenido lugar la detención del afectado por el procedimiento. 

 De los recursos establecidos en la ley contra las sentencias y otras resoluciones de la 
Sección de lo Penal, de la Sección de Instrucción, incluidas sus funciones como Jueces de 
garantías en los delitos de los que conozca la Fiscalía Europea, y de la Sección de 
Menores, del Tribunal Central de Instancia. 
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 De los recursos contra las resoluciones dictadas por la Sección de Vigilancia Penitenciaria 
del Tribunal Central de Instancia de conformidad con lo previsto en la disposición 
adicional quinta. 

 De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento 
sean competentes. 

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 

La Sala de lo contencioso - administrativo de la Audiencia Nacional conocerá de: 

 En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y 
actos de los Ministros, Ministras, Secretarios y Secretarias de Estado que la ley no 
atribuya a la Sección de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de Instancia. 

 En única instancia, de los recursos contencioso - administrativos contra los actos 
dictados por la Comisión de vigilancia de actividades de financiación del terrorismo. 

 De los recursos devolutivos que la ley establezca contra las resoluciones de la Sección de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de Instancia. 

 De los recursos no atribuidos a los tribunales superiores de justicia en relación a los 
convenios entre las Administraciones Públicas y a las resoluciones del Tribunal 
Económico - administrativo central. 

 De las cuestiones de competencia que se puedan plantear entre los magistrados y 
magistradas de la Sección de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de 
Instancia y de aquellos otros recursos que excepcionalmente le atribuya la ley. 

 De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición adicional 
quinta de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos 
Digitales, cuando tal solicitud sea formulada por la Agencia Española de Protección de 
Datos. 

 

 TRIBUNAL CENTRAL DE INSTANCIA 

En la Villa de Madrid y con jurisdicción en todo el territorio nacional existirá un Tribunal 
Central de Instancia, que contará con las siguientes Secciones: 

 Sección de Instrucción, que instruirá las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional o, en su caso, a la Sección de lo Penal del 
propio Tribunal Central de Instancia y tramitará los expedientes de ejecución de las 
órdenes europeas de detención y entrega, los procedimientos de extradición pasiva, los 
relativos a la emisión y la ejecución de otros instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, así como las solicitudes 
de información entre los servicios de seguridad de los Estados miembros de la Unión 
Europea cuando requieran autorización judicial, en los términos previstos en la ley. 

En la Sección de Instrucción, los jueces y juezas de garantías conocerán de las peticiones 
de la Fiscalía Europea relativas a la adopción de medidas cautelares personales, la 
autorización de los actos que supongan limitación de los derechos fundamentales cuya 
adopción esté reservada a la autoridad judicial y demás supuestos que expresamente 
determine la ley. 

Igualmente, conocerán de las impugnaciones que establezca la ley contra los decretos 
de los Fiscales europeos delegados 

 Sección de lo Penal, que conocerá, en los casos en que así lo establezcan las leyes 
procesales, de las causas por los delitos a que se refiere el artículo 65 de la LOPJ y de los 
demás asuntos que señalen las leyes. Corresponde asimismo a la Sección de lo Penal la 
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ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por la 
Sección de Instrucción del propio Tribunal Central de Instancia, y los procedimientos de 
decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. 

 Sección de Menores, que conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora 
de la responsabilidad penal de los menores, así como de la emisión y la ejecución de los 
instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea 
que le atribuya la ley 

 Sección de Vigilancia Penitenciaria, que tendrá las funciones jurisdiccionales previstas en 
la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, descritas en el 
apartado 1 del artículo 92 de esta ley, la competencia para la emisión y ejecución de los 
instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea 
que les atribuya la ley y demás funciones que señale la ley, en relación con los delitos 
competencia de la Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de esta Sección 
será preferente y excluyente cuando el penado cumpla también otras condenas que no 
hubiesen sido impuestas por la Audiencia Nacional. 

 Sección de lo Contencioso-Administrativo, que conocerá, en primera o única instancia, 
de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos emanados de 
autoridades, organismos, órganos y entidades públicas con competencia en todo el 
territorio nacional, en los términos que la ley establezca. 

Corresponde también a la Sección de lo Contencioso-Administrativo autorizar, mediante 
auto, la cesión de los datos que permitan la identificación a que se refiere el artículo 8.2 
de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico, la ejecución material de las resoluciones adoptadas por el órgano 
competente para que se interrumpa la prestación de servicios de la sociedad de la 
información o para que se retiren contenidos que vulneran la propiedad intelectual, en 
aplicación de la citada Ley 34/2002, de 11 de julio, así como la limitación al acceso de los 
destinatarios al servicio intermediario prevista en el artículo 51.2 b) del Reglamento (UE) 
2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de octubre de 2022, relativo a 
un mercado único de servicios digitales y por el que se modifica la Directiva 2000/31/CE. 
Igualmente conocerá la Sección de lo Contencioso-Administrativo del procedimiento 
previsto en el artículo 12 bis de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos 
Políticos. 

Corresponde a la Sección de lo Contencioso-Administrativo autorizar, mediante auto, el 
requerimiento de información por parte de la Agencia Española de Protección de Datos 
y otras autoridades administrativas independientes de ámbito estatal a los operadores 
que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información, cuando ello sea necesario de 
acuerdo con la legislación específica 

 

 SE ELIMINAN LOS EPÍGRAFES: 

 Juzgados centrales de Instrucción. 

 Juzgados centrales de lo Penal 

 Juzgados centrales de lo Contencioso-Administrativo 

 Juzgados centrales de Menores 

 Juzgados centrales de Vigilancia Penitenciaria 
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 TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 

Las Salas de lo contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán, 
en única instancia de los recursos que se deduzcan en relación con: 

 Los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las comunidades 
autónomas, cuyo conocimiento no esté atribuido a las Secciones de lo Contencioso-
Administrativo de los Tribunales de Instancia. 

 Las disposiciones generales emanadas de las comunidades autónomas y de las Entidades 
locales. 

 Los actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las Asambleas legislativas de las 
comunidades autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de 
Cuentas y al Defensor del Pueblo, en materia de personal, administración y gestión 
patrimonial. 

 Los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-Administrativos 
Regionales y Locales que pongan fin a la vía económico-administrativa. 

 Las resoluciones dictadas en alzada por el Tribunal Económico-Administrativo Central en 
materia de tributos cedidos. 

 Los actos y disposiciones de las Juntas Electorales Provinciales y de Comunidades 
Autónomas, así como los recursos contencioso-electorales contra acuerdos de las Juntas 
Electorales sobre proclamación de electos y elección y proclamación de Presidentes y 
Presidentas de Corporaciones locales en los términos de la legislación electoral. 

 Los convenios entre Administraciones públicas cuyas competencias se ejerzan en el 
ámbito territorial de la correspondiente comunidad autónoma. 

 La prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley Orgánica 
9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión. 

 Los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración General del Estado 
cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional y cuyo nivel orgánico sea 
inferior a Ministro, Ministra, Secretario o Secretaria de Estado, en materias de personal, 
propiedades especiales y expropiación forzosa, a excepción de lo dispuesto en el artículo 
82.2. 3.º 

 Cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas expresamente a la 
competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional. 

 De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición adicional 
quinta de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales, cuando tal solicitud sea formulada por la autoridad 
de protección de datos de la comunidad autónoma respectiva. 

Conocerán, en segunda instancia, de las apelaciones promovidas contra sentencias y autos 
dictados en las Secciones de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales de Instancia y de 
los correspondientes recursos de queja. 

También les corresponde, con arreglo a lo establecido en esta ley, el conocimiento de los 
recursos de revisión contra las sentencias firmes dictadas en las Secciones de lo Contencioso-
Administrativo de los Tribunales de Instancia. 

Conocerán de las cuestiones de competencia entre las Secciones de lo Contencioso-
Administrativo de los Tribunales de Instancia con sede en la comunidad autónoma. 

Corresponde a las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia autorizar, mediante auto, el requerimiento de información por parte de autoridades 
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autonómicas de protección de datos a los operadores que presten servicios de comunicaciones 
electrónicas disponibles al público y de los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información, cuando ello sea necesario de acuerdo con la legislación específica. 

SALA DE LO SOCIAL 

La sala de lo social del tribunal superior de justicia conocerá de: 

 En única instancia, de los procesos que la ley establezca sobre controversias que afecten 
a intereses de los trabajadores y trabajadoras y empresarios y empresarias en ámbito 
superior al de una Sección de lo Social del Tribunal de Instancia y no superior al de la 
comunidad autónoma. 

 De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por las Secciones 
de lo Social de los Tribunales de Instancia de la comunidad autónoma, así como de los 
recursos de suplicación y los demás que prevé la ley contra las resoluciones de las 
Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de Instancia de la comunidad autónoma en 
materia laboral, y las que resuelvan los incidentes concursales que versen sobre la 
misma materia. 

 De las cuestiones de competencia que se susciten entre las Secciones de lo Social de los 
Tribunales de Instancia de la comunidad autónoma 

 

 AUDIENCIAS PROVINCIALES 

Con sede en la capital de la provincia, de la que toman su nombre, extienden su 
jurisdicción a toda ella. 

En el orden civil las Audiencias provinciales conocerán de los recursos que establezca 
la ley contra resoluciones dictadas en primera instancia por las Secciones Civiles de los 
Tribunales de Instancia de la provincia. 

También conocerán de los recursos que establezca la ley contra las resoluciones 
dictadas en primera instancia por las Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de 
Instancia, salvo las que se dicten en incidentes concursales en materia laboral. 

Las Audiencias provinciales conocerás asimismo, de los recursos que establezca la ley 
contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las Secciones de Familia, 
Infancia y Capacidad y en materia civil, por las Secciones de Violencia sobre la Mujer y 
las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia de los Tribunales de 
Instancia de la provincia. 

Las Audiencias provinciales se componen de su presidente y 2 o más Magistrados, 
pudiendo asimismo estar integradas por 2 o más secciones de la misma composición, 
en cuyo caso el Presidente de la Audiencia presidirá una de las Secciones que 
determinará el principio de su mandato. 

 

 TRIBUNAL DE INSTANCIA 

Habrá un Tribunal de Instancia en cada partido judicial, con sede en su capital, de la que 
tomará su nombre 

Los Tribunales de Instancia estarán integrados por una Sección Única, de Civil y de Instrucción. 
En los supuestos determinados por la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de 
Planta Judicial, el Tribunal de Instancia se integrará por una Sección Civil y otra Sección de 
Instrucción. 
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Además de las anteriores, los Tribunales de Instancia podrán estar integrados por alguna o 
varias de las siguientes Secciones: 

a) De Familia, Infancia y Capacidad. 

b) De lo Mercantil. 

c) De Violencia sobre la Mujer. 

d) De Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. 

e) De lo Penal. 

f) De Menores. 

g) De Vigilancia Penitenciaria. 

h) De lo Contencioso-Administrativo. 

i) De lo Social. 

 

SECCIONES CIVILES O LAS CIVILES Y DE INSTRUCCIÓN 

Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones Civiles o las Civiles y de 
Instrucción que constituyan una Sección Única extenderán su jurisdicción a un partido judicial. 

Estas Secciones conocerán, en el orden civil: 

 En primera instancia, de los juicios que no vengan atribuidos por esta ley a otros órganos 
judiciales. 

 De los actos de jurisdicción voluntaria en los términos que prevean las leyes. 

 De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los jueces y las juezas de 
paz del partido. 

 De las cuestiones de competencia en materia civil entre los jueces y las juezas de paz del 
partido. 

 De las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones 
judiciales extranjeras y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a 
no ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados y otras normas internacionales, 
corresponda su conocimiento a otra Sección o Tribunal. 

 

SECCIÓN DE FAMILIA, INFANCIA Y CAPACIDAD 

Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de 
Instancia una Sección de Familia, Infancia y Capacidad, que extenderá su jurisdicción a todo el 
partido judicial. 

Se podrá establecer Secciones de Familia, Infancia y Capacidad que extiendan su jurisdicción a 
dos o más partidos dentro de la misma provincia. 

Las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad conocerán de cuantas cuestiones se susciten en 
materia de familia en los términos previstos en las leyes. En todo caso, la jurisdicción de estas 
Secciones será exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 

 Las relativas al matrimonio y a su régimen económico matrimonial y las que tengan por 
objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar y otras acciones 
derivadas de la crisis matrimonial o de la unión de hecho. 

 Las que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos o hijas menores o sobre 
alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos o hijas 
menores. 
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 Las relativas a modificación de medidas adoptadas en los procesos que versen sobre las 
materias previstas en las letras anteriores. 

 Las que versen sobre maternidad, paternidad, filiación y adopción. 

 Las relativas a los alimentos entre parientes. 

 Las relativas a las relaciones paternofiliales. 

 Las que versen sobre adopción de medidas judiciales de apoyo a personas con 
discapacidad, incluyendo los internamientos no voluntarios por razón de trastorno 
psíquico. 

 Las relativas a la protección del menor, incluidas las que sean objeto de los 
procedimientos regulados en los artículos 778 bis y 778 ter y los capítulos IV bis y V del 
título I del libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

 La oposición a las resoluciones y actos de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública en materia de Registro Civil que se tramitan por el procedimiento del artículo 
781 bis de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

 Los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y familia, con 
excepción de los regulados en los capítulos IX y X del título I de la Ley 15/2015, de 2 de 
julio, de la Jurisdicción Voluntaria. 

 Las que versen sobre el reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones 
eclesiásticas en materia matrimonial. 

 El reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras 
civiles sobre menores, familia y medidas de apoyo. 

 Los procesos para la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del 
Código Civil. 

 Cualesquiera otras materias civiles relativas a la familia o la protección de la infancia o 
las personas con discapacidad. 

 

SECCIÓN DE LO MERCANTIL 

Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, 
existirá una Sección de lo Mercantil con jurisdicción en toda la provincia y sede en su capital 

En aquellas provincias donde, por razón de la carga de trabajo, no se constituya una Sección de 
lo Mercantil el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo corresponderá a uno de 
los jueces o a una de las juezas de la Sección Civil, o Civil y de Instrucción que constituya una 
Sección Única en el Tribunal de Instancia de la capital de provincia. 

Cuando una provincia tenga una población inferior a los 500.000 habitantes, se podrá extender 
a esa provincia la jurisdicción de la Sección de lo Mercantil de otra provincia limítrofe 
perteneciente a la misma comunidad autónoma. 

Cuando un partido judicial cuente con más de 250.000 habitantes y, perteneciendo a la misma 
provincia, no sea limítrofe con el de su capital, se podrá crear una Sección de lo Mercantil en el 
Tribunal de Instancia de aquel partido judicial con jurisdicción en él y en aquellos otros 
partidos judiciales limítrofes que se considere oportuno. 

 

SECCIONES DE INSTRUCCIÓN O SECCIONES ÚNICAS 

Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones de Instrucción o las 
Secciones Únicas extenderán su jurisdicción a un partido judicial. 
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Se podrá acordar la agrupación de las Secciones de Instrucción y de las Secciones Únicas de 
varios partidos judiciales limítrofes, dentro de una misma provincia, siempre que, por razón del 
incremento de las actividades delictivas de organizaciones criminales vinculadas al tráfico de 
drogas o personas, se produzca un destacado aumento en el volumen de asuntos penales de 
esta naturaleza en determinadas zonas o períodos. 

Estas Secciones conocerán, en el orden penal: 

 De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las 
Audiencias Provinciales y a las Secciones de lo Penal de los Tribunales de Instancia, 
excepto de la instrucción de aquellas causas que sean competencia de las Secciones de 
Violencia sobre la Mujer o de la Sección de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. 

 Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos 
establecidos por la ley y en los procesos por aceptación de decreto. 

 Del conocimiento y fallo de los juicios por delito leve, salvo los que sean competencia de 
los jueces y juezas de paz o de las Secciones de Violencia sobre la Mujer o de la Sección 
de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. 

 De los procedimientos de habeas corpus. 

 De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los jueces y las 
juezas de paz del partido y de las cuestiones de competencia entre estos. 

 De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer, 
infancia y adolescencia cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no 
pueda ser adoptada por el juez, la jueza, el magistrado o la magistrada de la Sección de 
Violencia sobre la Mujer o de la Sección correspondiente que asuma el conocimiento de 
estos asuntos. 

 De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

 De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento 
sean competentes. 

 

SECCIÓN DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER 

Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de 
Instancia una Sección de Violencia sobre la Mujer, que extenderá su jurisdicción a todo el 
partido judicial. 

Se podrá establecer Secciones de Violencia sobre la Mujer que extiendan su jurisdicción a dos 
o más partidos dentro de la misma provincia. 

EN EL ORDEN PENAL: 

 De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos 
recogidos en los Títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones 
al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e 
indemnidad sexual, contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, contra el honor 
o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen 
cometido contra quien sea o haya sido su esposa o mujer que esté o haya estado ligada 
al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los 
cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los 
menores o personas con discapacidad que con él convivan o que se hallen sujetos a la 
potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, 
cuando también se haya producido un acto de violencia de género. 
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 De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito 
contra las relaciones familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas 
en la letra anterior. 

 De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas al juez o jueza de guardia. 

 Del conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima sea 
alguna de las personas señaladas como tales en la letra a). 

 Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley. 

 De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

 De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de 
quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la 
persona ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad se 
haya quebrantado sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al 
autor por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, así como los 
descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o los menores o personas con 
discapacidad con medidas de apoyo que con él convivan o que se hallen sujetos a la 
potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, así 
como cuando la persona ofendida lo sea por alguno de los delitos señalados en la letra 
h) de este apartado. 

 De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos contra 
la libertad sexual previstos en el título VIII del libro II del Código Penal, por los delitos de 
mutilación genital femenina, matrimonio forzado, acoso con connotación sexual y la 
trata con fines de explotación sexual cuando la persona ofendida por el delito sea mujer. 

EN EL ORDEN CIVIL: Podrán conocer en el orden civil, en todo caso de conformidad con los 
procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento civil, de los siguientes asuntos: 

 Los relativos al matrimonio y a su régimen económico matrimonial y los que tengan por 
objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar y otras acciones 
derivadas de la crisis matrimonial o de la unión de hecho. 

 Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre 
alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas 
menores. 

 Los relativos a modificación de medidas adoptadas en los procesos que versen sobre las 
materias previstas en las letras anteriores. 

 Los que versen sobre maternidad, paternidad, filiación y adopción. 

 Los relativos a las relaciones paternofiliales. 

 Los relativos a la protección del menor, incluidas en los capítulos IV bis y V del título I del 
libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

 Los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y familia, con 
excepción de los regulados en los capítulos IX y X del título II de la Ley 15/2015, de 2 de 
julio, de Jurisdicción Voluntaria. 

 Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen económico 
matrimonial instados por los herederos de la mujer víctima de violencia de género, así 
como los que se insten frente a estos herederos. 

 Los que versen sobre el reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones 
eclesiásticas en materia matrimonial. 
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 El reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras 
civiles sobre menores y familia. 

 Los procesos para la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del 
Código Civil. 

Las Secciones de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente 
competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos: 

 Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas. 

 Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de actos de violencia de género. 

 Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o 
cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género o de violencia 
sexual. 

 Que se hayan iniciado ante la Sección de Violencia sobre la Mujer de un Tribunal de 
Instancia actuaciones penales por delito o delito leve a consecuencia de un acto de 
violencia de género o de un acto de violencia sexual, o se haya adoptado una orden de 
protección a una víctima de violencia de género. 

 

SECCIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 

Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de 
Instancia una Sección de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia, que extenderá su 
jurisdicción a todo el partido judicial. 

Se podrá establecer s Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia que extiendan 
su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia. 

CONOCERÁN, EN EL ORDEN PENAL: de conformidad en todo caso con los procedimientos y 
recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de la instrucción de los procesos para 
exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los Títulos del Código Penal relativos 
a: 

 Homicidio, aborto, lesiones o lesiones al feto, cometidos contra niños, niñas y 
adolescentes. 

 Delitos contra la libertad, delito de torturas y contra la integridad moral, delitos contra 
la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, delitos contra 
la libertad e indemnidad sexual, delitos contra el honor, delitos contra las relaciones 
familiares, o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, cuando la 
víctima sea niño, niña o adolescente. 

 Delito de trata de seres humanos del artículo 177 bis del Código Penal cuando al menos 
una de las víctimas sea niño, niña o adolescente. 

 Delito de quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando 
la persona ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad 
se haya quebrantado sea niño, niña o adolescente. 

Las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia serán igualmente competentes 
para: 

 La adopción de las medidas cautelares legalmente previstas que aseguren la protección 
de las víctimas menores de edad, sin perjuicio de las competencias atribuidas al juez de 
guardia. 

 El conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima sea 
niño, niña o adolescente. 
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 Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley. 

 La emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones 
penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

 

SECCIÓN DE LO PENAL 

Con carácter general, en el Tribunal de Instancia, con sede en la capital de cada provincia y con 
jurisdicción en toda ella, existirá una Sección de lo Penal. 

También podrán establecerse Secciones de lo Penal en Tribunales de Instancia que tengan su 
sede en poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito 
territorial de su jurisdicción. 

Las Secciones de lo Penal enjuiciarán las causas por delito que la ley determine. 

Corresponde asimismo a las Secciones de lo Penal: 

 La ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por las 
Secciones de Instrucción, Secciones de Violencia sobre la Mujer y Secciones de Violencia 
contra la Infancia y la Adolescencia;  

 El reconocimiento y ejecución de las resoluciones que impongan sanciones pecuniarias 
transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión 
Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español, y los procedimientos 
de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. 

 

SECCIÓN DE MENORES 

Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, y con 
jurisdicción en toda ella, existirá una Sección de Menores. 

Cuando el volumen de trabajo lo aconseje, podrán establecerse Secciones de Menores cuya 
jurisdicción se extienda o bien a un partido determinado o agrupación de partidos, o bien a 
dos o más provincias de la misma comunidad autónoma. Tomarán su nombre de la población 
donde radique su sede. 

Corresponde a las Secciones de Menores de los Tribunales de Instancia el ejercicio de las 
funciones que establezcan las leyes para con los menores que hubieren incurrido en conductas 
tipificadas por la ley como delito o delito leve y aquellas otras que, en relación con los menores 
de edad, les atribuyan las leyes, así como de la emisión y la ejecución de los instrumentos de 
reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley 

 

SECCIÓN DE VIGILANCIA PENITENCIARIA 

Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, 
dentro del orden jurisdiccional penal, existirá una Sección de Vigilancia Penitenciaria, que 
tendrá las funciones jurisdiccionales previstas en la ley en materia de ejecución de penas 
privativas de libertad y medidas de seguridad, emisión y ejecución de los instrumentos de 
reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, 
control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, amparo de 
los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos penitenciarios y demás que 
señale la ley. 

Podrán establecerse Secciones de Vigilancia Penitenciaria en Tribunales de Instancia que 
tengan su sede en poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso 
el ámbito territorial de su jurisdicción. 

http://www.academiatamargo.com/


 

 

 
 

ACTUALIZACIÓN DEL VOL I DE ADMINISTRATIVO PRINCIPADO 

 www.academiatamargo.com 
Página 16 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
ED: OCTUBRE 2023 
 

Podrá establecerse que la Sección de Vigilancia Penitenciaria extienda su jurisdicción a dos o 
más provincias de la misma comunidad autónoma, o uno o más partidos dentro de la misma 
provincia. 

El número de Tribunales de Instancia con Secciones de Vigilancia Penitenciaria, su ámbito 
territorial y número de magistrados y magistradas integrantes de cada una de ellas, se 
determinará en la Ley de Demarcación y Planta Judicial, atendiendo principalmente a los 
establecimientos penitenciarios existentes y a la clase de éstos. 

El Gobierno establecerá la sede de estas Secciones, previa audiencia de la comunidad 
autónoma afectada y del Consejo General del Poder Judicial. 

 

SECCIONES DE LO CONTENCIOSO – ADMINISTRATIVO 

Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, y con 
jurisdicción en toda ella, existirá una Sección de lo Contencioso-Administrativo. 

Cuando el volumen de asuntos lo requiera, se podrán establecer Secciones de lo Contencioso-
Administrativo en Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones distintas de la 
capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción. 

También podrán crearse excepcionalmente Secciones de lo Contencioso-Administrativo que 
extiendan su jurisdicción a más de una provincia dentro de la misma comunidad autónoma. 

Las Secciones de lo Contencioso-Administrativo conocerán, en primera o única instancia, de los 
recursos contencioso-administrativos contra actos que expresamente les atribuya la ley. 

También les corresponde autorizar, mediante auto, la entrada en los domicilios y en los 
restantes edificios o lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, cuando ello 
proceda para la ejecución forzosa de actos de la Administración, salvo que se trate de la 
ejecución de medidas de protección de menores acordadas por la entidad pública competente 
en la materia. 

A dichas Secciones les compete igualmente la autorización para la entrada en domicilios y 
otros lugares constitucionalmente protegidos, que haya sido acordada por la Administración 
Tributaria en el marco de una actuación o procedimiento de aplicación de los tributos aún con 
carácter previo a su inicio formal cuando, requiriendo dicho acceso el consentimiento de su 
titular, este se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición 

 

SECCIÓN DE LO SOCIAL 

Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia y con 
jurisdicción en toda ella existirá una Sección de lo Social. 

Podrán establecerse Secciones de lo Social en Tribunales de Instancia que tengan su sede en 
poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito 
territorial de su jurisdicción. 

Asimismo, las Secciones de lo Social podrán excepcionalmente extender su jurisdicción a dos o 
más provincias dentro de la misma comunidad autónoma. 

Las Secciones de lo Social conocerán, en primera o única instancia, de los procesos sobre 
materias propias de este orden jurisdiccional que no estén atribuidos a otros órganos del 
mismo 
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 SE ELIMINAN LOS EPÍGRAFES: 

 Juzgados de lo Penal 

 Juzgados de lo Contencioso-Administrativo 

 Juzgados de lo Social 

 Juzgados de Menores 

 Juzgados de Vigilancia Penitenciaria 

 Juzgados de Mercantil 

 Juzgados de Primera instancia e Instrucción. 

 

 JUECES Y JUEZAS DE PAZ 

En cada municipio donde no exista Tribunal de Instancia, y con jurisdicción en el término 
correspondiente, habrá un juez o una jueza de paz. 

Los Juzgados de Paz conocerán, en el orden civil, de la sustanciación en 1ª instancia, fallo y 
ejecución de los procesos que la ley determine. Cumplirán también funciones de Registro civil 
y las demás que la ley les atribuya. 

En el orden penal, conocerán en primera instancia de los procesos por delito leve que les 
atribuya la ley. Podrán intervenir, igualmente, en actuaciones penales de prevención, o por 
delegación, y en aquellas otras que señalen las leyes. 

 

 MINISTERIO FISCAL 

JUNTA DE FISCALES SUPERIORES DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS. 

 Fiscal General del Estado, que lo preside. 

 Teniente fiscal del tribunal supremo. 

 Fiscales Superiores 

 Fiscal jefe de la Secretaría Técnica, que actuará como secretario. 

Su función será asegurar la unidad y coordinación de la actuación y funcionamiento de las 
Fiscalías en todo el territorio del Estado, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Consejo 
Fiscal por este Estatuto. 

FISCALÍAS 

 Fiscalía del Tribunal Supremo. 

 La Fiscalía ante el Tribunal Constitucional. 

 La Fiscalía de la Audiencia Nacional. 

 Las Fiscalías Especiales. 

 La Fiscalía del Tribunal de Cuentas, que se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica de 
dicho Tribunal. 

 La Fiscalía Jurídico Militar. 

 Las Fiscalías de las Comunidades Autónomas. 

 Las Fiscalías Provinciales. 

 Las Fiscalías de Área 
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UNIDAD DE PROTECCIÓN DE DATOS DEL MINISTERIO FISCAL 

La Unidad de Protección de Datos que, respecto del tratamiento de datos con fines 
jurisdiccionales realizado por el Ministerio Fiscal, ejercerá con plena independencia y 
neutralidad las competencias y facultades que por la normativa de protección de datos 
corresponden a la autoridad de control de acuerdo con lo establecido en el artículo 236 octies 
de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y asumirá la condición de Delegado 
de Protección de Datos, en relación con el tratamiento de datos con fines no jurisdiccionales, 
una vez sea designado como tal por el Fiscal General del Estado. 

Su composición, organización y funcionamiento serán regulados reglamentariamente. 

El Fiscal responsable de la Unidad de Protección de Datos será nombrado por un periodo de 
cinco años renovable por un nuevo periodo de idéntica duración y ejercerá durante ese 
tiempo, exclusivamente, las funciones derivadas del cargo. 

 

 LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL 

Artículo 567 (se añade un segundo párrafo al apartado 2 y se modifican los apartados 3 y 4) 

1. Los veinte Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán designados por las Cortes 
Generales del modo establecido en la Constitución y en la presente Ley Orgánica. 

2. Cada una de las Cámaras elegirá, por mayoría de tres quintos de sus miembros, a diez 
Vocales, cuatro entre juristas de reconocida competencia con más de quince años de 
ejercicio en su profesión y seis correspondientes al turno judicial, conforme a lo previsto 
en el Capítulo II del presente Título. 

Antes de su elección, los candidatos deberán comparecer ante la Comisión de 
nombramientos de la correspondiente Cámara, a los efectos de que se evalúen los 
méritos que acrediten su reconocido prestigio y su idoneidad. Los candidatos 
acompañarán una memoria de méritos y objetivos. Dichas comparecencias se efectuarán 
en términos que garanticen la igualdad y tendrán lugar en audiencia pública. 

3. Podrán ser elegidos por el turno de juristas de reconocida competencia quienes tengan 
más de quince años de experiencia en cualquiera de las profesiones jurídicas y acrediten 
méritos destacados en su ejercicio. No podrán ser elegidos por este turno quienes sean 
miembros de la carrera judicial, salvo que se encuentren en situación administrativa 
distinta a la del servicio activo al menos durante el año anterior a su elección. Tampoco 
podrán ser elegidos por este turno quienes, en los cinco años anteriores: 

a) Hayan sido nombrados titulares de un Ministerio o de una Secretaría de Estado o de 
una Consejería de un Gobierno autonómico, o elegidos titulares de una Presidencia 
de Corporación local; o 

b) Hayan tenido la condición de diputado, senador, o miembro del Parlamento Europeo 
o de una Asamblea legislativa de una Comunidad Autónoma. 

4. Las Cámaras designarán un suplente por cada uno de los vocales titulares.. 

5. En ningún caso podrá recaer la designación de Vocales del Consejo General del Poder 
Judicial en Vocales del Consejo saliente. 

6. El cómputo de los plazos en los procedimientos de designación de Vocales del Consejo 
General del Poder Judicial y de elección del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, así como del Vicepresidente del Tribunal Supremo, se realizará 
por días hábiles cuando el plazo se señale por días, empezando a computarse desde el día 
siguiente, y de fecha a fecha cuando se fije en meses o años. Cuando en el mes del 
vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo se entenderá que el plazo 
expira el último del mes. 
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1.24.2.4. LA COMISIÓN PERMANENTE (se modifica el apartado d) 

d) Informar, en todo caso, sobre los nombramientos de jueces y magistrados de la 
competencia del Pleno, que deberá fundarse en criterios objetivos y suficientemente 
valorados y detallados, y tener en cuenta el principio de presencia equilibrada de mujeres y 
hombres. Para la adecuada formación de los criterios de calificación de los jueces y 
magistrados, la Comisión podrá recabar información de los distintos órganos del Poder 
Judicial. 

 

1.24.2.9 LA COMISIÓN DE CALIFICACIÓN (se añade) 

El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente, de entre sus Vocales, a los 
componentes de la Comisión de Calificación y designará, entre ellos, a su Presidente. 

La Comisión de Calificación estará integrada por cinco Vocales, tres del turno judicial y dos del 
turno de juristas. 

Corresponde a la Comisión de Calificación informar, en todo caso, sobre los nombramientos de 
la competencia del Pleno, garantizando una valoración objetiva de los candidatos basada en su 
trayectoria profesional. 

Para la adecuada formación de los criterios de calificación de los Jueces y Magistrados, la 
Comisión: 

a) Recabará la información que precise de los distintos órganos del Poder Judicial. 

b) Recabará de las Salas de Gobierno de los distintos órganos jurisdiccionales a los que los 
candidatos estuvieran adscritos un informe anual, que deberá fundarse en criterios 
objetivos y suficientemente valorados y detallados. 

 

TEMA 4 

 

 LEY 40/2015 

Artículo 54. Principios y competencias de organización y funcionamiento de la 
administración general del estado (se modifica el apartado 1) 

1. La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios 
establecidos en el artículo 3, así como los de descentralización funcional y 
desconcentración funcional y territorial. 

Asimismo, garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los 
nombramientos y designaciones de las personas titulares de los órganos superiores y 
directivos y en el personal de alta dirección de las entidades del sector público 
institucional estatal, de acuerdo con lo establecido en los artículos 55 bis y 84 bis. 

Artículo 55 bis. Presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos superiores y 
directivos de la Administración General del Estado. (se añade) 

Las personas titulares de las Secretarías de Estado y de los órganos directivos de la 
Administración General del Estado se nombrarán atendiendo al principio de representación 
equilibrada entre mujeres y hombres, de tal manera que las personas de cada sexo no superen 
el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento en el ámbito de cada 
departamento ministerial. 
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Artículo 63. Los Subsecretarios (se modifica el apartado 3) 

3. Los Subsecretarios serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de 
Ministros a propuesta del titular del Ministerio. 

Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las 
Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a 
que se refiere el artículo 76 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, aprobado por Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, o entre personas 
que hubieran perdido tal condición como consecuencia de su jubilación. En todo caso, 
habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de 
marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado. 

Artículo 66. Los Directores generales (se modifica el apartado 2) 

2. Los Directores generales serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de 
Ministros, a propuesta del titular del Departamento o del Presidente del Gobierno. 

Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las 
Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a 
que se refiere el artículo 76 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, aprobada por Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, o entre personas 
que hubieran perdido tal condición como consecuencia de su jubilación, salvo que el Real 
Decreto de estructura permita que, en atención a las características específicas de las 
funciones de la Dirección General, su titular no reúna dicha condición de funcionario, 
debiendo motivarse mediante memoria razonada la concurrencia de las especiales 
características que justifiquen esa circunstancia excepcional. En todo caso, habrán de 
reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, 
reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado. 

 

TEMA 6 

 

2. ORGANIZACIÓN INSTITUCIONALES 
CONSEJERÍAS (se añade una nueva consejería) 

Consejería de Cultura, política Llingüistica y Deporte 

 

TEMA 7 

 

 LEY 7/1985, DE 2 DE ABRIL, REGULADORA DE LAS BASES DEL RÉGIMEN LOCAL 

Artículo 13 (se modifica el apartado 2) 

La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población 
territorialmente diferenciados, de al menos 4.000 habitantes y siempre que los municipios 
resultantes sean financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el 
cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los 
servicios que venían siendo prestados. 
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Artículo 16 (se modifica) 

1. El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un 
municipio. Sus datos constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio 
habitual en el mismo. Las certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter 
de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos. 

La inscripción en el Padrón Municipal sólo surtirá efecto de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 15 por el tiempo que subsista el hecho que la motivó y, en todo caso, 
deberá ser objeto de renovación periódica cada dos años cuando se trate de la inscripción 
de extranjeros sin autorización de residencia de larga duración, no pertenecientes a un 
Estado miembro de la Unión Europea, a Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo o a otros Estados a los que, en virtud de un convenio internacional se 
extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados mencionados 
anteriormente. 

El transcurso del plazo señalado en el párrafo anterior será causa para acordar la 
caducidad de las inscripciones que deban ser objeto de renovación periódica, siempre que 
el interesado no hubiese procedido a tal renovación. En este caso, la caducidad podrá 
declararse sin necesidad de audiencia previa del interesado. 

2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios sólo los siguientes 
datos: 

a) Nombre y apellidos. 

b) Sexo. 

c) Domicilio habitual, con especificación de la referencia catastral, en el territorio fiscal 
común o el código equivalente en los territorios forales, siempre que el domicilio 
cuente con referencia catastral o código equivalente. 

d) Nacionalidad. 

e) Lugar y fecha de nacimiento. 

f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros: 

1º. Número de identidad de extranjero que conste en el certificado de inscripción 
en el Registro Central de Extranjeros expedido por las autoridades españolas, o 
en su defecto, número del documento acreditativo de la identidad o del 
pasaporte en vigor expedido por las autoridades del país de procedencia, 
tratándose de ciudadanos nacionales de Estados miembros de la Unión 
Europea, de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo o de Estados a los que, en virtud de un convenio internacional se 
extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados 
mencionados. 

2º. Número de identidad de extranjero que conste en documento, en vigor, 
expedido por las autoridades españolas o, en su defecto, por no ser titulares 
de estos, el número del pasaporte en vigor expedido por las autoridades del 
país de procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de Estados no 
comprendidos en el párrafo anterior, salvo que, por virtud de Tratado o 
Acuerdo Internacional, disfruten de un régimen específico de exención de 
visado en materia de pequeño tráfico fronterizo con el municipio en el que se 
pretenda el empadronamiento, en cuyo caso, se exigirá el correspondiente 
visado. 

g) Certificado o título escolar o académico que se posea. 
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h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del Censo Electoral, 
siempre que se garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la 
Constitución Española. 

Asimismo, de conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la inscripción en el Padrón 
municipal podrá recoger la aportación voluntaria de los datos relativos a la designación de 
las personas que pueden representar a cada vecino ante la administración municipal a 
efectos padronales, el número de teléfono de contacto y la dirección de correo 
electrónico. 

3. Los datos obligatorios del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones públicas 
que lo soliciten sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean 
necesarios para el ejercicio de sus respectivas competencias, y exclusivamente para 
asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos relevantes. También pueden 
servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los términos 
previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública y en las leyes 
de estadística de las Comunidades Autónomas con competencia en la materia. Los datos 
de aportación voluntaria no serán susceptibles de cesión en ningún caso. 

 

Artículo 17 (se modifican los apartados 1, 3 y 4) 

1. La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al 
Ayuntamiento, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. 

Con este fin, los distintos organismos de la Administración General del Estado, 
competentes por razón de la materia, remitirán periódicamente a cada Ayuntamiento 
información sobre las variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio 
deben figurar en el Padrón municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente. 

La gestión del Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios 
informáticos. Las Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, Cabildos y Consejos 
insulares asumirán la gestión informatizada de los Padrones de los municipios que, por su 
insuficiente capacidad económica y de gestión, no puedan mantener los datos de forma 
automatizada. 

3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística los datos de sus 
respectivos Padrones, en la forma que reglamentariamente se determine por la 
Administración General del Estado, a fin de que pueda llevarse a cabo la coordinación 
entre los Padrones de todos los municipios. 

El Instituto Nacional de Estadística, en aras a subsanar posibles errores y evitar 
duplicidades, realizará las comprobaciones oportunas, y comunicará a los Ayuntamientos 
las actuaciones y operaciones necesarias para que los datos padronales puedan servir de 
base para la elaboración de estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras 
resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas oficiales, y para que los 
Ayuntamientos puedan remitir, debidamente actualizados, los datos del Censo Electoral. 

Corresponderá a la persona que ejerza la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística 
la resolución de las discrepancias que, en materia de empadronamiento, surjan entre los 
Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, Cabildos y Consejos 
insulares o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística, así como elevar al 
Gobierno de la Nación la propuesta de cifras oficiales de población de los municipios 
españoles, comunicándolo en los términos que reglamentariamente se determinan al 
Ayuntamiento interesado. 
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El Instituto Nacional de Estadística podrá ceder los datos de su base padronal a otras 
Administraciones Públicas en las mismas condiciones señaladas en el artículo 16.3. 
Asimismo, el Instituto Nacional de Estadística facilitará a los Institutos estadísticos de las 
Comunidades Autónomas, u órganos competentes en la materia, los datos relativos a los 
padrones de los municipios de su ámbito territorial en las condiciones previstas en el 
artículo 16.3, y con la periodicidad que se acuerde entre las partes.' 

4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento 
como órgano colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los 
Entes Locales en materia padronal, de acuerdo con lo que reglamentariamente se 
establezca. 

El Consejo será presidido por el Presidente del Instituto Nacional de Estadística y estará 
formado por representantes de la Administración General del Estado y de los Entes 
Locales. 

El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en cada provincia una Sección 
Provincial bajo la presidencia del Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con 
representación de los Entes Locales. 

El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones: 

A) Elevar a la decisión de la persona que ejerza la Presidencia del Instituto Nacional de 
Estadística propuesta vinculante de resolución de las discrepancias que surjan en 
materia de empadronamiento entre Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o 
entidades equivalentes, Cabildos, Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto 
Nacional de Estadística. 

B) Informar, con carácter vinculante, las propuestas que eleve al Gobierno el Presidente 
del Instituto Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los 
municipios españoles. 

C) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de los 
padrones municipales. 

D) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria. 

Artículo 25 (se añade el apartado 6) 

6. Con carácter previo a la atribución de competencias a los municipios, de acuerdo con el 
principio de diferenciación, deberá realizarse una ponderación específica de la capacidad 
de gestión de la entidad local, dejando constancia de tal ponderación en la motivación del 
instrumento jurídico que realice la atribución competencial, ya sea en su parte expositiva 
o en la memoria justificativa correspondiente. 

Artículo 28 (se dota de contenido) 

Podrán establecerse, en municipios determinados de menos de 20.000 habitantes, sistemas de 
gestión colaborativa dirigidos a garantizar los recursos suficientes para el cumplimiento de las 
competencias municipales y, en particular, para una prestación de calidad, financieramente 
sostenible, de los servicios públicos mínimos obligatorios, mediante medidas de 
racionalización organizativa y de funcionamiento; de garantía de la prestación de dichos 
servicios mediante fórmulas de gestión comunes o asociativas; de sostenimiento del personal 
en común con otro u otros municipios; y, en general, de fomento del desarrollo económico y 
social de los municipios. 

La aplicación efectiva a un municipio de la gestión colaborativa requerirá decisión en tal 
sentido de la Comunidad Autónoma respectiva, adoptada conforme a su legislación de 
régimen local propia, y en todo caso, con la conformidad previa del municipio afectado y el 
informe de las entidades locales afectadas 

http://www.academiatamargo.com/

